
Reporte

Violencia 
Reproductiva 

Una mirada con lentes 
de género y derechos 
reproductivos

en el Conflicto 
Armado 
colombiano  



1 Violencia reproductiva en el conflicto armado colombiano

2
INTRODUCCIÓN

4
LOS DERECHOS 
REPRODUCTIVOS EN 
CONTEXTOS DE CONFLICTO 
ARMADO

6
LA VIOLENCIA 
REPRODUCTIVA EN EL 
CONFLICTO ARMADO DE 
COLOMBIA

7
Anticoncepción forzada o 
planificación reproductiva 
forzada

7
Esterilización forzada

8
Maternidades forzadas o 
coaccionadas

8
Embarazo forzado o 
coaccionado

9
Aborto forzado y aborto sin 
consentimiento

10
Violencia reproductiva 
institucional

11
LOS IMPACTOS DE LA 
VIOLENCIA REPRODUCTIVA

13
OBLIGACIONES 
INTERNACIONALES FRENTE 
A LAS VÍCTIMAS DE 
VIOLENCIA REPRODUCTIVA

15
LA LABOR DE LAS 
COMISIONES DE LA VERDAD 
FRENTE A LA VIOLENCIA 
REPRODUCTIVA

Contenidos

17
RECOMENDACIONES



1. Introducción

Fotografía de: 
Federico Ríos



3 Violencia reproductiva en el conflicto armado colombiano

En el conflicto armado colombiano 
los actores armados ilegales y 
legales han ejercido diversas 
modalidades de violencias sexuales 
y reproductivas sobre niñas, 
adolescentes, mujeres y personas 
LGBTI como una práctica “habitual, 
extendida, sistemática e invisible” 1. 

Estas violencias obedecen a un contexto estructural 
de discriminación de género y son concomitan-
tes a la falta de acceso efectivo a la información y 
servicios de salud reproductiva, frente a métodos 
anticonceptivos, la interrupción voluntaria del em-
barazo (IVE), la salud ginecológica y obstétrica en 
condiciones dignas y de calidad. Estas brechas son 
más profundas para mujeres y niñas campesinas, 
indígenas, negras y afrocolombianas2, entre otras, 
debido a la histórica falta de acceso a instituciones 
de salud, obstáculos por estereotipos y la limitada 
presencia territorial del Estado.3 

Reconocer las formas e impactos de la violencia 
reproductiva en el conflicto y proveer reparaciones 
integrales a las víctimas, es un paso determinante 
hacia la reconciliación en procesos de justicia transi-
cional. También es un avance importante para alcan-
zar la igualdad y la justicia de género, conforme a las 
obligaciones internacionales de derechos humanos 
que les asisten a los Estados. 



2. 
Los derechos 
reproductivos 

en contextos 
de conflicto 
armado 
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En contextos de conflicto y posconflicto, los 
Estados siguen vinculados por sus obligaciones 
internacionales en materia de derechos humanos4,  
que protegen a las mujeres y las niñas y se comple-
mentan con otros cuerpos normativos internacio-
nales como el derecho internacional humanitario 
(DIH) y el derecho penal internacional5. Aunque 
el DIH y el derecho internacional de los derechos 
humanos (DIDH) tienen diferencias en su enfo-
que, comparten objetivos frente a la protección 
de la dignidad, la vida y la salud, y la prohibición 
de discriminación y la tortura o los tratos crueles, 
inhumanos y degradantes6. 

Las obligaciones de los Estados de garantizar la 
salud reproductiva incluyen a mujeres y niñas 

afectadas por el conflicto y están consagradas en 
derechos como la igualdad, la vida, la salud, a estar 
libres de tortura y tratos crueles, inhumanos o 
degradantes, a estar libres de violencia, a la infor-
mación y el consentimiento informado7  y a un 
recurso efectivo8. En Colombia, esos derechos están 
protegidos en la Constitución Política y el bloque 
de constitucionalidad9. Los derechos reproductivos 
tienen rango fundamental10  y están reconocidas 
obligaciones de prevención, atención y reparación 
de las violencias basadas en género (VBG) en la 
jurisprudencia constitucional11  y las Leyes 1257/08, 
1448 /11 y 1719/14. 



Se denomina violencia 
reproductiva a las 
prácticas que directa 
o indirectamente 
comprometen y violan la 
autonomía reproductiva,
 
entendida como la capacidad de las personas de de-
cidir si quieren tener hijo/as o no y en qué momento, 
así como acceder a información y servicios de salud 
sexual y reproductiva como anticoncepción, aborto 
seguro o servicios de salud ginecológica y obstétrica. 
Por las dinámicas del conflicto colombiano,  su ocu-
rrencia deberá comprenderse a partir de las historias 
locales y los contextos geográficos específicos donde 
ocurrió. La violencia reproductiva en el conflicto ha 
causado la pérdida o disminución de la posibilidad 
para niñas y mujeres de controlar su capacidad repro-
ductiva y, por ende, su curso de vida.

3. 
La violencia 
reproductiva 
en el conflicto 
armado de 
Colombia
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Aunque existen claros e importantes 
avances en el reconocimiento de las 
VBG que afectan a las mujeres y niñas 
en contextos de conflictos, histórica-
mente ha existido un énfasis casi total 
en la violación sexual o acceso carnal 
violento, con menor atención sobre 
otras de sus formas que constituyen 
vulneraciones a la autonomía repro-
ductiva de las personas. Esta invisibili-
zación tiene por efecto que las formas 
de violencia reproductiva sean identi-
ficadas en una medida mucho menor 
que la violación y, en consecuencia, sus 
víctimas usualmente no sean reconoci-
das y reparadas. 

El Centro de Derechos Reproductivos 
busca contribuir a la visibilización de 
las formas de violencia reproductiva 
ocurridas en el conflicto armado, 
considerando las dimensiones de los 
daños e impactos sobre las víctimas, 
de modo que puedan identificarse 
más eficazmente y a su vez se puedan 
proponer formas de reparación que 
respondan a la especificidad de estas 
violencias. Este briefing paper presenta 
hallazgos de una investigación basada 
en la revisión y análisis de más de 60 
informes públicos, 12para rastrear los 
repertorios de violencia reproductiva 
documentados en grupos armados ya 
desmovilizados.

Se refiere a acciones ejercidas por 
cualquier actor del conflicto para evitar 
la reproducción de las mujeres y niñas 
sin su consentimiento. Fue identifi-
cada como una forma de VBG13  y ha 
sido documentada mayormente en 
contextos intrafilas contra las niñas, 
jóvenes y mujeres. Existen evidencias 
de que fue una política de la guerrilla 
FARC-EP14, aunque también se reportó 
en la guerrilla Ejército Revolucionario 
Guevarista (ERG)15 y el grupo paramilitar 
Autodefensas Campesinas del Casanare 
y Bloque Norte16. Se caracteriza por: i) 
ser una práctica generalmente realizada 
en el reclutamiento, sin importar la edad 
o condiciones de salud de las niñas, 
jóvenes y mujeres, ii) basarse en méto-
dos anticonceptivos hormonales como 
inyecciones o implantes y dispositivos 
intrauterinos y, iii) a diferencia de los 
hombres, el control de la anticoncepción 
sobre las mujeres es constante. También 
existen evidencias de ser una práctica 
impuesta por grupos paramilitares a 
mujeres ejerciendo trabajo sexual en 
zonas específicas del país17. 

1. 
Anticoncepción 
forzada o 
planificación 
reproductiva forzada

2. 
Esterilización 
forzada

Es definida en la ley colombiana, como 
actos violentos en el conflicto mediante 
los cuales “se priva a una persona pro-
tegida de la capacidad de reproducción 
biológica”18. Puede llegar a considerarse 
crimen de lesa humanidad o de gue-
rra19. Es una de las modalidades menos 
documentadas, por lo que existen pocas 
referencias a su ocurrencia. En casos tra-
mitados ante Justicia y Paz20 se reportaron 
nueve casos de esterilización forzada 
sobre mujeres del municipio de Zapayán 
(Magdalena) perpetrados por el Bloque 
Norte de las AUC21. Casos similares fueron 
documentados por el Centro Nacional de 
Memoria Histórica22 en el departamento 
del Magdalena. En ambos, se dirigieron 
contra mujeres de población civil y los 
procedimientos fueron realizados en 
hospitales de las localidades cercanas, lo 
que puede deberse a la connivencia de las 
autoridades locales o a su dominación por 
parte de los grupos armados.
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Nos referimos aquí a casos 
de mujeres, niñas y personas 
LGBTI obligadas a asumir una 
maternidad como resultado 
de un embarazo a partir de una 
violación sexual. Puede darse 
por múltiples motivos: impo-
sición familiar; dificultades, 
desinformación o estigma para 
acceder a un aborto; descono-
cimiento sobre el embarazo. 
En esta modalidad: i) las 
mujeres enfrentan en soledad 
la difícil decisión de contarle a 
los hijos e hijas sobre su origen, 
ii) usualmente constituye 
una ruptura para su proyecto 
de vida, iii) los niños y niñas 
pueden ser estigmatizados por 
sus características fenotípicas, 
por la paternidad incierta, por 
ser hijos e hijas de un actor 
armado enemigo23 y, iv) enfren-
tar en mayor medida violen-
cia por parte de sus madres. 
Adicionalmente, impacta en la 
feminización de la pobreza. 

En muchos casos es resultado 
de la naturalización del control 
y apropiación de los cuerpos de 
las niñas y jóvenes en contextos 
de militarización. La presencia 

constante de miembros de la 
fuerza pública en los territorios 
ha significado un aumento en 
los embarazos de niñas y ado-
lescentes, quienes deben luego 
afrontar en soledad maternida-
des tempranas y no decididas24. 

Por otra parte, mujeres lesbia-
nas y hombres trans han tenido 
embarazos luego de violacio-
nes por prejuicio excluyente25, 
una forma de disciplinamiento 
corporal particular. En el caso 
de las mujeres lesbianas, la 
maternidad coaccionada puede 
estar atravesada por estereo-
tipos de género que ponen 
en cuestión su capacidad de 
maternizar por su orientación 
sexual26. Para el caso de los 
hombres trans, el embarazo 
puede suponer una disputa con 
la transformación corporal que 
es importante en su construc-
ción identitaria27. También 
pueden enfrentar constantes 
amenazas de perder a sus hijos 
o hijas por cuestionamientos a 
su idoneidad para criarles28.

3.
Maternidades 
forzadas o 
coaccionadas

4. 
Embarazo forzado 
o coaccionado

Según la ley colombiana corresponde a los actos 
de quien, habiendo dejado en embarazo a una 
persona protegida mediante una violación, la 
obliga a continuar con la gestación29. La Corte 
Constitucional lo identificó como una forma 
de VBG en el conflicto30. Esta definición es más 
amplia que la del Estatuto de Roma, según el cual 
corresponde al “confinamiento ilícito de una 
mujer a la que se ha dejado embarazada por la 
fuerza, con la intención de modificar la composi-
ción étnica de una población o de cometer otras 
violaciones graves del derecho internacional”31. 
Al igual que la esterilización forzada, es una 
modalidad menos documentada. En la investi-
gación, únicamente se tuvo reporte de un caso de 
embarazo forzado resultado de esclavitud sexual 
ocurrida durante cuatro años contra una mujer de 
población civil, perpetrada por un miembro de un 
grupo paramilitar, por la que tuvo dos hijos32.
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Tipificada en Colombia como la conducta ejercida por quien “con ocasión 
y en desarrollo del conflicto armado, a través de la violencia interrumpa u 
obligue a interrumpir el embarazo de persona protegida sin su consenti-
miento”33. Existen condenas a miembros de distintos grupos armados bajo 
las tipificaciones de aborto sin consentimiento y aborto forzado, refirién-
dose a casos donde mujeres, civiles y combatientes, fueron forzadas a reali-
zarse un aborto estando embarazadas como resultado de una violación, así 
como casos en los cuales se ejerció violencia contra mujeres embarazadas 
causándoles un aborto34. Esta modalidad tiene tres finalidades:

ABORTO COMO FORMA DE 
DOMINACIÓN DE MUJERES 
Y NIÑAS AL INTERIOR DE 
GRUPOS ARMADOS

El aborto forzado al interior de la 
guerrilla FARC-EP era una política 
clara y explícita evidenciada en su 
sistematicidad y disposiciones para 
llevarla a cabo: i) controles perma-
nentes para detectar los embara-
zos, ii) personas “especializadas” 
en la realización de procedimien-
tos, iii) disposición de medicamen-
tos como Misoprostol y material 
quirúrgico para esas intervencio-
nes, iv) espacios físicos destinados 
para este fin. La realización de los 
procedimientos fue en varios casos 
en condiciones insalubres arries-
gando la vida e integridad de las 
mujeres. Un informe de la Fiscalía 
General de la Nación asegura que 
el aborto forzado era una práctica 
constante, y el ocultamiento del 
embarazo o poner resistencia era 

Fotografía de: 
Federico Ríos

5. Aborto forzado 
y aborto sin 
consentimiento

castigado con un consejo de guerra. 
Reporta casos de 232 víctimas de 
violencias sexuales, de las cuales el 
14 % corresponde a casos de aborto 
forzado intrafilas35.

En el caso de la guerrilla EGR, una 
sentencia del Tribunal Superior 
de Medellín reconoció este tipo de 
vulneración, junto con la anticon-
cepción forzada, como una práctica 
“sistemática, reiterada y generali-
zada”. La Sentencia da cuenta de 
la realización de abortos forzados 
en condiciones de riesgo para las 
mujeres: sin control médico alguno 
y/o sin prevenir riesgos por estados 
avanzados de embarazo y suminis-
tro de medicamentos sin instruc-
ciones médicas, entre otros36. 
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ABORTO PARA BORRAR LAS 
HUELLAS DE VIOLACIONES 
SEXUALES

Los grupos paramilitares, 
el Bloque Norte de las AUC 
de Córdoba y Magdalena, 
realizaron abortos forzados 
en mujeres civiles que fueron 
sometidas a esclavitud sexual 
y que resultaron embarazadas. 
Estos abortos, tienen como 
finalidad evitar “dejar huella” de 
las atrocidades cometidas37. 

ABORTO CON EL FIN DE 
GENERAR TERROR EN LA 
POBLACIÓN CIVIL

En el marco de escenarios de 
cruenta violencia, como masa-
cres, extorsiones, secuestros, 
retenciones y homicidios, las 
violencias contra las mujeres 
embarazadas fueron usadas para 
infringir terror sobre una pobla-
ción. Los grupos armados usaron 
estas violencias como formas 
particulares de tortura y asesi-
nato de las mujeres embarazadas. 
En una sociedad donde la figura 
de la mujer madre tiene una con-
notación importante, la violencia 
ejercida sobre los cuerpos de 
mujeres gestantes envía el men-
saje de la inexistencia de límites y 
de aniquilación del enemigo38.

ESTIGMATIZACIÓN O 
DENEGACIÓN DE LA IVE EN 
CONTEXTO DE CONFLICTO 
ARMADO

Las difíciles condiciones de 
acceso a la salud de las niñas, 
jóvenes y mujeres víctimas del 
conflicto armado hacen que 
la inoperancia estatal derive 
en una segunda violencia, una 
revictimización por el Estado 
que, habiendo fallado en 
protegerlas de la violencia, falla 
de nuevo en atenderlas digna y 
oportunamente. Se expresa en 
la estigmatización por parte del 
personal de salud contra mujeres 
cuyos embarazos resultaron de 
violencia sexual en el conflicto 
y que acuden para obtener 
acceso a la IVE. También ocurre 
con la negación del servicio, 
incumplimiento de los protocolos, 
irrespeto de la confidencialidad, 
desinformación y falta de 
espacios seguros y privados para 
la atención39.

ABORTOS INVOLUNTARIOS 
COMO RESULTADO DE 
LAS ASPERSIONES CON 
GLIFOSATO 

Como parte de un programa 
de aspersiones aéreas con 
glifosato (PECIG), el gobierno 
colombiano usó un herbicida 

(glifosato) para erradicar los 
cultivos ilícitos en zonas rurales 
mediante aspersiones aéreas 
del químico, entre 1999 y 2015 
en más de 1.800.000 hectáreas 
del país40. Existe evidencia 
científica de que la exposición a 
glifosato puede tener impactos 
negativos en la salud reproductiva 
humana, tales como problemas 
de fertilidad y en el crecimiento 
fetal, así como causar abortos 
involuntarios y posibles futuras 
discapacidades en el feto 
durante el embarazo41. Existen 
reportes de abortos involuntarios 
resultado de la exposición de 
mujeres embarazadas al glifosato 
asperjado en el PECIG, entre ellos 
el caso de Yaneth Valderrama, 
quien fue alcanzada por las 
aspersiones teniendo 4 meses 
de embarazo, en septiembre de 
1998, en Caquetá. Al acudir por 
atención médica, le realizaron 
un legrado por encontrar un 
aborto incompleto. Falleció 
en marzo de 1999.  Su caso 
fue presentado ante la CIDH y 
declarado admisible el 21 de junio 
de 2018. También está sometido 
a esa instancia el caso de Doris 
Yaneth Alape, quien tuvo un parto 
precipitado con 28 semanas de 
gestación y su hijo falleció poco 
después, en 199942. 

6. Violencia 
reproductiva 
institucional



4. 
Los impactos 

de la violencia 
reproductiva

Fotografía de:
Natalia Botero
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En la salud física, puede causar secuelas como  cicatrices, 
riesgos de infecciones o sepsis por procedimientos en 
condiciones insalubres, hasta impactos temporales o 
permanentes en su capacidad reproductiva y/o en su 
integridad física43.  A las niñas y adolescentes pueden 
afectarles en su desarrollo. Frente a la salud mental y 
emocional, pueden provocarles aislamiento, negación, 
silencio, vergüenza y culpa como consecuencia del estigma 
sobre ellas44. Pueden derivar también en síntomas de 
depresión, ansiedad, estrés postraumático,  generando 
dificultades para retomar sus proyectos de vida, incluyendo 
su capacidad de sostener relaciones sentimentales y una 
vida sexual satisfactoria45.  Así mismo, pueden sufrir  
impactos en la vida familiar,  particularmente en las 
relaciones maternofiliales con hijos concebidos como 
resultado de violación.

Los impactos que causa la violencia 
reproductiva respecto a las víctimas, sus 
familias y comunidades son múltiples y 
en diferentes esferas interrelacionadas. 



5. 
Obligaciones 
internacionales 

frente a las 
víctimas 

de violencia 
reproductiva
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Los estándares internacionales de 
derechos humanos derivados de instru-
mentos como el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, el Pacto 
Internacional de Derechos Económicos, 
Sociales y Culturales, la Convención 
para la Eliminación de todas las formas 
de Discriminación contra la Mujer, 
la Convención contra la Tortura y, a 
nivel interamericano, la Convención 
Americana sobre Derechos Humanos, 
la Convención “Belém do Pará” y el 
Protocolo de San Salvador, establecen 
obligaciones para los Estados frente a 
las víctimas de violencia reproductiva. 
Según estos, durante y posteriormente 
al conflicto, los Estados deben proveer 
información, servicios, bienes e insta-
laciones de salud reproductiva disponi-
bles, accesibles, aceptables y de buena 
calidad para todas las mujeres, libres de 

discriminación 46, violencia y coacción47, 
incluyendo servicios de salud materna, 
anticoncepción, anticoncepción de emer-
gencia, aborto seguro48, atención posta-
borto y la prevención y el tratamiento del 
VIH/SIDA49. 

Los Estados están obligados a prevenir, 
prohibir, investigar, juzgar y castigar 
todas las formas de violencia de género 
incluyendo formas de violencia repro-
ductiva50. El Comité CEDAW recomendó 
a los Estados que “proporcionen vías de 
recurso eficaces y oportunas que respon-
dan a los diversos tipos de violaciones 
sufridas por las mujeres”, las cuales deben 
abordar las violaciones de los derechos 
sexuales y reproductivos51, lo cual incluye 
acciones que “prevengan, investiguen 
y sancionen las violaciones por razón 
de género, como los matrimonios, los 
embarazos, los abortos o la esterilización 

forzadas de las mujeres y las niñas en las 
zonas afectadas por conflictos”52. En adi-
ción, el Comité de Derechos Humanos 
y otros organismos han reconocido que 
formas de violencia reproductiva pue-
den constituir tortura o tratos crueles, 
inhumanos o degradantes53. También 
pueden constituir crímenes de guerra o 
de lesa humanidad según el Estatuto de 
Roma, como ha determinado la Corte 
Penal Internacional54. En el Sistema 
Interamericano se ha reconocido la 
esterilización no consentida como una 
forma de VBG y una grave violación de 
derechos humanos55. En ese sentido 
existen expresas obligaciones de pre-
venir, sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres y actuar con la debida 
diligencia para prevenir, investigar y 
sancionar dicha violencia, y a modificar 
los patrones de conducta socioculturales 
entre hombres y mujeres56.

El Comité CEDAW estableció que las obligaciones de los 
Estados les “exigen ocuparse de todas las violaciones de los 
derechos de la mujer, además de la discriminación estruc-
tural subyacente por razón de sexo y género que sustentó 
dichas violaciones”57. Los Estados deben proporcionar a las 
víctimas de violencia reproductiva reparaciones apropiadas, 
incluida la indemnización, la restitución, la rehabilitación, 
las medidas de no repetición y medidas para promover la 
recuperación física y psicológica58. Este Comité adicional-
mente estableció que “los mecanismos de justicia de transi-
ción pueden asegurar un cambio transformador en la vida de 
las mujeres”59. En tal sentido no basta con reparaciones indi-
viduales, pues “las medidas de reparación deben procurar 
transformar las desigualdades estructurales que provocaron 
dichas violaciones, responder a las necesidades específicas 
de las mujeres y evitar que se vuelvan a producir”60. 

Dado que implica la transgresión de la autonomía repro-
ductiva, la violencia reproductiva viola múltiples derechos, 

empezando por el derecho a la información y al consenti-
miento informado y afectando gravemente otros derechos 
intrínsecamente relacionados como la vida, integridad, 
salud, a vivir libre de tortura y tratos crueles, inhumanos 
y degradantes, y  a vivir libre de violencia de género, entre 
otros. En los casos que involucran intervenciones médi-
cas, también contradice principios éticos fundamentales, 
tales como el respeto por las personas y su autonomía, la 
no maleficencia, la beneficencia y la justicia61. Por ello, 
dejar de reconocer las formas de violencia reproductiva 
ocurridas durante el conflicto armado, constituiría un 
incumplimiento de las obligaciones que le asisten al Estado 
colombiano de considerar y reparar integralmente todas las 
dimensiones de la violencia sufrida por niñas y mujeres en 
ese contexto, incluyendo medidas transformadoras de la 
discriminación estructural de género en el país.



6. 
La labor de 
las comisiones 
de la verdad 

Fotografía de:
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frente a
la violencia 
reproductiva 
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Existen claros avances en la 
incorporación de una perspectiva de 
género en la labor de las comisiones de 
la verdad, tema que anteriormente fue 
ignorado, como en el caso de Argentina, 
Chile o El Salvador62. En países como 
Guatemala, Sudáfrica y Perú, las 
comisiones pusieron un foco frente al 
género, incluso aunque sus mandatos 
no lo contenían expresamente, mientras 
que, en Haití, Sierra Leona y Timor-
Leste, el tema de género o la violencia 
sexual fue incorporado explícitamente 
en sus mandatos63. Sin embargo, la 
identificación y reparación de formas 
de violencia reproductiva sigue siendo 
limitada y a menudo considerada 
únicamente como una consecuencia de 
las violaciones sexuales.

Entre los ejemplos, se destacan Perú y 
Timor del Este. La Comisión de Verdad 
y Reparación (CVR) del Perú en su 
informe final reconoció la ocurrencia de 
algunas de sus formas, como el aborto 
forzado y los embarazos producto de 
violación; sin embargo, otras formas 
como la esterilización forzada no 
fueron incluidas. En adición, el Plan 
Integral de Reparaciones (PIR) que 
se derivó del informe, solo incluye 
a las víctimas de violación sexual, 
dejando sin reparaciones a todas las 
víctimas de violencia reproductiva64.  La 
Comisión para la Recepción, la Verdad 
y la Reconciliación (CRVR) de Timor 
del Este avanzó más en el tema, al 

reconocer la ocurrencia de un programa 
de planificación familiar coercitivo y sus 
impactos65, así como documentar casos 
de maternidades forzadas y obstáculos 
a servicios de salud reproductiva66. 
Sin embargo, otras modalidades como 
abortos y embarazos forzados fueron 
analizados únicamente como  impactos 
de la violación sexual. Se destaca de esta 
Comisión que recomendó la adopción 
de programas sobre educación en salud 
reproductiva, así como el acceso efectivo 
a servicios de salud reproductiva para 
incentivar la toma de decisiones en esta 
materia libres de coerción o violencia67. 

El reconocimiento limitado de la 
violencia reproductiva ha tenido 
por efecto que su identificación y 
documentación sea menor comparada 
con otro tipo de hechos violentos en 
el conflicto, incluso cuando se intenta 
aplicar una perspectiva de género por 
mecanismos de justicia transicional. 
Enlistar sus formas únicamente como 
un impacto de las violaciones sexuales 
impide: i) entender que constituyen en sí 
mismas graves violaciones de derechos 
humanos, ii) dimensionar su gravedad 
y los daños causados en las víctimas, 
sus familias y sus comunidades y, iii) en 
consecuencia, se omita adoptar medidas 
adecuadas en sus procesos de reparación. 
Esto resulta en brechas para las víctimas 
que les impiden recuperarse y retomar 
sus proyectos de vida, a la vez que afecta 
los procesos sociales de reconciliación.



Recomendaciones

Fotografía de:
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1.	Identificar la ocurrencia y reconocer como 
graves violaciones a los derechos humanos, 
las formas de violencia reproductiva en el 
conflicto armado, tales como abortos forzados, 
embarazos coaccionados, esterilizaciones, 
maternidades y planificación forzados, así 
como cualquier forma de control sobre la 
capacidad reproductiva de las personas 
ejercida por cualquier actor del conflicto. 

2.	Considerar explícitamente cómo la violencia 
reproductiva afecta desproporcionadamente a 
niñas, mujeres y personas LGBTI como parte de 
un contexto estructural de discriminación de 
género.

3.	Dimensionar los daños físicos, emocionales y 
sociales resultantes de la violencia reproductiva 
sobre víctimas, familias y comunidades, 
incluyendo su interacción con otras formas de 
VBG.

4.	Determinar, con la participación de las víctimas, 
formas de reparación que incluyan medidas 
de mejoramiento en el acceso efectivo a 
información y servicios de salud sexual y 
reproductiva que requieran para ejercer 
su autonomía reproductiva y retomar su 
proyecto de vida, incluyendo el disfrute de una 
sexualidad satisfactoria.

5.	Determinar las condiciones sociales y 
culturales que inciden en la invisibilización y 
naturalización de las violencias reproductivas 
para adoptar estrategias educativas que 
garanticen  la no repetición.

6.	Considerar medidas para mejorar el acceso 
efectivo a información y servicios de salud 
sexual y reproductiva para las mujeres, niñas y 
personas LGBTI en zonas rurales de Colombia 
como parte de las reparaciones para garantizar 
la no repetición. 

Fotografía de:
Natalia Botero
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